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Jueza Brignoni Mártir y la Jueza Grana Martínez. 

 
Grana Martinez, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

El apelante Marcos Antonio Peñaloza Pica (en adelante, 

apelante), solicita que revoquemos una sentencia en la que el 

Tribunal de Primera Instancia desestimó la demanda de “injunction” 

que este presentara contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

y el Departamento de Hacienda, entre otros. La sentencia apelada 

se dictó y notificó el 30 de septiembre de 2019.  

El 27 de diciembre de 2019, la Oficina del Procurador General 

presentó su oposición al recurso.  

I 

El 14 de agosto de 2019, el apelante presentó una Petición de 

Injunction preliminar y permanente en la que solicitó que se le 

incluyera en la lista de los empleados del Departamento de Hacienda 

(en adelante, Departamento) que cualifican para el pre-retiro 

conforme la Ley 211-2015, la Ley 262-2018 y la carta circular 479-

19 emitida por la Oficina de Gerencia y Presupuesto (en adelante 
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OGP). A tales efectos, alegó que ha trabajado en el Departamento 

por espacio de 33 años, periodo de tiempo durante el que no ha 

tenido señalamiento alguno y sus evaluaciones han sido excelentes. 

Aseveró que está suspendido de empleo como consecuencia de una 

auditoría que se estaba realizando en su área de trabajo.  

Indicó que en el año 2016 firmó los documentos para acogerse 

a la Ley de Pre-retiro Voluntario dispuesto en la Ley 211 del 8 de 

diciembre de 2015. En dicha ocasión, el Departamento no concluyó 

el proceso correspondiente debido a la falta de recursos. Aunque el 

antes citado estatuto fue revocado por la Ley 262 del 14 de diciembre 

de 2018, mediante la enmienda se garantizó el derecho a pre-retiro 

de todos los empleados que habían cualificado bajo la revocada ley. 

Igualmente, reclamó que pese a inicialmente haber sido 

incluido en la lista de empleados que cualificaban para acogerse al 

pre-retiro, el Departamento de forma arbitraria y caprichosa lo 

excluyó de dicho listado. A su vez, añadió que el 1ro de agosto de 

2019 el Departamento le notificó de su intención de destituirlo por 

alegadas violaciones a sus reglamentos internos. 

Posteriormente, el 11 de septiembre de 2019, el Departamento 

solicitó la desestimación del reclamo presentado por el apelante. 

Informó que contra el apelante se instó un procedimiento interno de 

destitución por alegada violación de éste de la Ley Núm. 184-2004, 

mejor conocida como Ley para la Administración de los Recursos 

Humanos en el Servicio Público del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico. En específico, reclamó que el apelante favoreció a un 

comerciante a través de una transacción ilegal que menoscabó los 

ingresos del erario.  

Oportunamente, el apelante se opuso a la solicitud de 

desestimación. Surge de la sentencia apelada, que el 26 de 

septiembre de 2019, el foro de instancia concedió al apelante un 

término de 24 horas para someter los anejos a los que su escrito en 
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oposición hacía referencia. En específico, le ordenó presentar la 

carta de la OGP en la que se indica que éste fue aprobado para 

retirarse el 31 de julio de 2019. En la misma fecha, el apelante 

sometió copia de una carta del 1 de febrero de 2017 en la que solicita 

saber el status en que se encuentra su solicitud de pre-retiro. 

Atendidas las posturas de las partes, el foro primario dictó la 

sentencia apelada. El tribunal de instancia concluyó que, si bien es 

cierto que el apelante alegó tener un derecho adquirido a acogerse 

al pre-retiro, no presentó evidencia alguna que probara tal 

argumento. Así pues, determinó que el derecho del apelante al pre-

retiro, hecho medular para el caso, estaba en controversia y le 

correspondía a la Oficina de Gerencia y Presupuesto resolver el 

asunto. Por tanto, en virtud de la doctrina del agotamiento de 

remedios administrativos, así como la deferencia a las decisiones y 

el trámite administrativo que los tribunales deben guardar, procedía 

desestimar la causa de acción del apelante. 

Inconforme con lo resuelto, el apelante solicitó la 

reconsideración de la sentencia dictada, petición que fue declarada 

No Ha Lugar el 9 de octubre de 2019. Insatisfecho aún, el apelante 

presentó el recurso de autos y señaló la comisión de los siguientes 

errores:  

Erró el TPI al determinar que no tiene jurisdicción sobre 

la materia para adjudicar esta controversia y señalar 
que el demandante debe agotar remedios 
administrativos, cuando las leyes 211 de 2015 y la ley 

269 de 2018 de pre-retiro no imponen ningún 
procedimiento administrativo, ni limitación alguna al 

empleado que ha sido cualificado y cumplió con los 
requisitos que se enumeran en las mismas.   
 

Erró el TPI al no poder en vigor unas leyes aprobadas 
por la Asamblea legislativa que conceden al 
demandante el derecho de retiro.  

 
Erró el TPI al no dictar el interdicto ante el daño 

inminente e irreparable causado al demandante cuando 
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la Ley 269 de 2018 concede solo un término de 30 días 
para acogerse al retiro.  

 
Erró el TPI al permitir que se prive al demandante de un 

derecho propietario sin un debido proceso de ley.  
 

 Por su parte, la parte apelada presentó su alegado el 27 de 

diciembre de 2019. Perfeccionado el recurso ante nuestra 

consideración, resolvemos. 

II 

El recurso extraordinario de injunction es un mandamiento 

judicial en virtud del cual se requiere que se ordene a una persona 

dejar de hacer, o de permitir que se haga, determinada cosa que 

infrinja o perjudique el derecho de otra. Este recurso fue adoptado 

del sistema de equidad inglés y se utiliza, principalmente en casos 

donde no hay otro remedio adecuado en ley. Nuestro 

ordenamiento jurídico cuenta con tres modalidades de este tipo de 

recurso que son: el entredicho provisional, el injunction preliminar 

y el injunction permanente. Next Step Medical v. Bromedicon et al, 

190 DPR 474, 485-486 (2014). (Énfasis nuestro) 

El objetivo de principal del recurso de injunction preliminar 

es mantener el estado actual de las cosas hasta que se celebre el 

juicio en sus méritos. El mismo va dirigido a requerir o prohibir 

hacer determinado acto para evitar que se causen perjuicios 

inminentes o menoscabos irreparables a alguna persona durante la 

pendencia del litigio.  Id, a la página 486.  

La concesión del remedio de injunction preliminar se rige por 

ciertos criterios rectores. Al momento de decidir si expide o deniega 

este tipo de recurso, el tribunal debe ponderar: (1) la naturaleza de 

los daños que puedan ocasionársele a las partes de concederse o 

denegarse el recurso; (2) su irreparabilidad o la existencia de un 

remedio adecuado en ley; (3) la probabilidad de que eventualmente 

la parte promovente prevalezca al resolverse el litigio en su fondo; 

(4) la probabilidad de que la causa se torne académica de no 
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concederse el injunction; y (5) el posible impacto sobre el interés 

público del remedio que se solicita. Id, citando a VDE Corp. v. F & 

R Contractors, 180 D.P.R. 21 (2010); Asoc. Vec. V. Caparra v. Asoc. 

Fom. Educ., 173 DPR 304, 319 (2008); Mun. de Ponce v. 

Gobernador, 136 D.P.R. 776, 784 (1994); P.R.T.C. v. Tribunal 

Superior, 103 D.P.R. 200, 202 (1975). 

Asimismo, la Regla 57.3 de las de Procedimiento Civil, 32 

L.P.R.A. Ap. V., R. 57.3, detalla aquellos factores que un tribunal 

debe considerar al momento de dilucidar si concede o no el 

mencionado recurso, entiéndase: (a) la naturaleza del daño a que 

está expuesto la parte peticionaria; (b) la irreparabilidad del daño o 

la inexistencia de un remedio adecuado en ley; (c) la probabilidad de 

que la parte promovente prevalezca; (d) la probabilidad de que la 

causa se torne en académica; (e) el impacto sobre el interés público 

del remedio que se solicita, y (f) la diligencia y la buena fe con que 

ha obrado la parte peticionaria.  

El recurso de injunction preliminar debe expedirse con 

mesura y únicamente ante una demostración de clara e inequívoca 

violación de un derecho. Next Step Medical v. Bromedicon et al,  

supra, a la pág. 487.  

De otra parte, el Art. 678 del Código de Enjuiciamiento Civil, 

32 L.P.R.A. sec. 3524, dispone las instancias en las que no podrá 

otorgarse un injunction ni una orden de entredicho. Así pues, el 

mencionado artículo en su inciso 3 prohíbe la concesión del remedio 

de injunction para impedir la aplicación u observancia de cualquier 

ley de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico, de un funcionario 

público, de una corporación pública, o de una agencia pública o de 

cualquier empleado o funcionario de dicha corporación o agencia, a 

menos que se hubiera determinado por sentencia final y firme e 
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inapelable e irrevisable que dicha ley o actuación autorizada por ley 

es inconstitucional o inválida.  

III. 

 En su primer señalamiento de error, el apelante expone que 

incidió el foro de instancia al determinar que no tiene jurisdicción 

sobre la materia para adjudicar la controversia y expresar que el 

apelante debe agotar los remedios administrativos. A tales efectos, 

aduce que tanto la Ley 211-2015 como la Ley 269-2018 están 

ausentes de procedimiento administrativo alguno que impida a los 

tribunales resolver la controversia de autos.  

Evaluado el expediente, opinamos que no le asiste la razón. 

Contrario a lo pretendido por el apelante, en el presente caso sí está 

pendiente de adjudicarse un procedimiento administrativo por lo 

que cualquier alusión del foro primario sobre agotamiento de 

remedios tiene fundamento. Veamos. 

No está en controversia que el apelante solicitó acogerse al 

programa de retiro temprano establecido en la Ley Núm. 211-2015. 

Tampoco está en controversia que el apelante fue incluido en la lista 

preliminar de empleados que cualificaban para retiro temprano. 

Asimismo, no está en controversia que el Departamento inició una 

investigación interna en contra de un grupo de empleados, entre 

ellos el apelante, conforme al Reglamento de Normas de Conducta, 

Medidas y Sanciones Disciplinarias del Departamento de Hacienda. 

Este hecho le fue notificado al apelante mediante comunicación del 

24 de agosto de 2018, momento en que fue suspendido de empleo.  

La investigación realizada por el Departamento arrojó como 

resultado que el apelante pudo haber incurrido en violación a la Ley 

184-2004, mejor conocida como la Ley para la Administración de los 
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Recursos Humanos en el Gobierno de Puerto Rico1. Así le fue 

notificado a este mediante comunicación del 30 de julio de 2019 en 

la que se le informó de la intención del Departamento de destituirlo. 

En ese momento al apelante se le informó la conducta atribuida y 

las disposiciones legales bajo las cuales se realizaría la destitución. 

Igualmente, se le notificó de su derecho a solicitar una vista 

administrativa informal ante la Secretaría Auxiliar de Apelaciones 

Administrativas, de comparecer a la misma con abogado y presentar 

argumentos en su defensa. Inclusive, surge del expediente que el 

apelante impugnó la intención de destitución y tal proceso se 

encuentra pendiente ante la agencia. 

En virtud de lo anterior, es forzoso concluir que en efecto ante 

el Departamento de Hacienda se encuentra pendiente un proceso 

administrativo interno que debe ser atendido por la agencia, ente 

administrativo con jurisdicción primaria sobre el asunto. Cualquier 

ataque, cuestionamiento o defensa sobre la procedencia de la 

investigación y los cargos en ella contenidos debe ser presentado y 

discutido durante la vista administrativa informal a la que, según 

notificado, el apelante tenía derecho solicitar.  

Cabe resaltar que el apelante señala en su escrito que solicitó 

la vista, sin que el Departamento a esta fecha haya señalado la 

misma, lo que lo mantiene en un estado de indefensión. Nuestro 

ordenamiento jurídico contempla herramientas tales como el 

Mandamus, mediante las que el apelante pudiera solicitar a los 

tribunales que se ordene al Departamento a celebrar la vista 

administrativa de manera tal que dicho asunto pueda ser resuelto. 

La tardanza en celebrarse dicha vista no es razón alguna por la cual 

                                                 
1 La Ley 184-2004 fue sustituida por la Ley 8-2017, según enmendada, mejor 

conocida como Ley para la Administración y Transformación de los Recursos 

Humanos en el Gobierno de Puerto Rico. 



 

 

 

KLAN201901262 
 

 

8 

deba el foro de instancia entrar a dirimir asuntos sobre los que no 

tiene jurisdicción.  

El resto de los señalamientos de error del apelante resumen 

si erró el foro de instancia al desestimar la petición de injunction 

preliminar y no emitir el interdicto solicitado ante su derecho a 

retirarse y el daño inminente e irreparable que se le ha causado el 

no permitirle acogerse al retiro cuando cumplía los requisitos de la 

Ley 211-2015. Somos del criterio que el foro sentenciador no incidió 

al denegar la expedición del interdicto, por lo cual procede la 

confirmación de su dictamen. Explicamos. 

La jurisprudencia relativa al recurso de injunction ha 

reiterado cuáles son los criterios que deben evaluarse al momento 

de determinar si procede la concesión de un injunction. Entre estos 

criterios está la naturaleza de los daños; la irreparabilidad del daño 

o la inexistencia de un remedio adecuado en ley; la probabilidad de 

que la parte promovente prevalezca en los méritos; y el posible 

impacto en el interés público.  

En cuanto a la evaluación sobre el daño, específicamente su 

inminencia e irreparabilidad.  El apelante señala primeramente que 

este tiene un derecho adquirido a la pensión que reclama y que la 

actuación del Departamento incidió sobre tal derecho. De igual 

forma, expone que debido a que el Departamento no lo incluyó en la 

lista de empleados que cualificaban para retirarse bajo la Ley 211-

2015, este tendría que trabajar por espacio de 10 años adicionales 

y la pensión que en su día reciba sería mucho menor que a la que 

tenía derecho bajo el antes mencionado estatuto. Por último, añade, 

que, de proceder la destitución en el proceso administrativo, este 

quedaría sin ingresos de manera inmediata hasta que tal 

determinación advenga final y firme, afectándose así sus ingresos 

por partida doble.  
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No obstante, lo argüido por el apelante, no encontramos 

alegaciones específicas que sostengan cómo ello le ocasiona un daño 

irreparable. Sabido es que el promovente de un injunction 

preliminar es quien tiene el peso de la prueba. Es a dicha parte a 

quien corresponde demostrar que de no concederse el remedio 

solicitado sufriría un daño irreparable. Misión Ind. PR vs. J.P. y AAA, 

142 DPR 656, 680, 682 (1997). 

Según expresado por el Tribunal Supremo de Puerto Rico, 

“[c]onstituye un daño irreparable aquél que no pueda ser satisfecho 

adecuadamente mediante la utilización de los remedios legales 

disponibles.” Id, pág. 681.  Más aún, en el antes citado caso nuestro 

más alto foro expresó que se estiman como remedios legales 

adecuados aquellos que pueden otorgarse en una acción por daños 

y perjuicios, en una criminal o cualquier otra disponible. Id. 

Los daños que el apelante alega sufriría por no concederse el 

injunction solicitado son de naturaleza económica. Entendemos que 

los mismos, pudieran ser reclamados mediante la presentación en 

su día de una reclamación judicial por daños y perjuicios. Por lo 

tanto, existiendo un remedio en ley disponible para atender el 

reclamo de daños en su día, no procede la expedición del injunction. 

Más aún, durante la vista de interdicto preliminar, la representante 

del Departamento manifestó que el apelante fue aprobado para el 

pre-retiro por OGP y que entiende que, de no prevalecer la 

destitución, este podrá acogerse al retiro a la fecha de la solicitud. 

Véase Minuta, págs. 64-65 del Apéndice.  

De otra parte, es meritorio añadir que, cual mencionado, el 

Art. 678 del Código de Enjuiciamiento Civil, supra, establece que no 

podrá otorgarse un injunction para impedir la aplicación u 

observancia de una ley, a menos que se hubiera determinado 
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mediante sentencia final y firme que la actuación autorizada por ley 

es inválida. En el presente caso, el Departamento no incluyó al 

apelante en la lista de empleados que cualificaban para acogerse al 

Programa de Pre-retiro de la Ley 211-2015 porque este enfrenta un 

proceso disciplinario que de proceder resultaría en la destitución de 

este. Tal actuación fue realizada dentro del marco de autoridad 

conferida por ley a la agencia.  

No existe sentencia final y firme que resuelva que la actuación 

del Departamento por parte de la agencia fue una ilegal o 

inconstitucional. Por tanto, habiendo actuado el Departamento en 

virtud de autoridad en ley, conforme el Art. 678 del Código de 

Enjuiciamiento Civil, supra, no puede otorgarse el injunction a favor 

del apelante. 

En virtud de todo lo antes expuestos, somos del criterio que 

no erró el foro de primera instancia al no conceder el remedio de 

injunction preliminar solicitado. El apelante no ha sufrido un daño 

irreparable y por el contrario tiene un remedio adecuado en ley para 

reclamar en su día sobre cualquier daño que sufra, si alguno. 

Inclusive, según manifestó la representante del Departamento, de 

no proceder la destitución en el proceso administrativo pendiente, 

entendía que el apelante podía acogerse al retiro retroactivamente a 

la fecha de la solicitud. Además, toda vez que la actuación del 

Departamento de no incluirlo en la lista de empleados que cualifican 

para pre-retiro por llevarse un proceso disciplinario en su contra no 

ha sido declarado inválido o inconstitucional mediante sentencia 

final y firme, tampoco se cumplió con los requisitos del Art. 678 del 

Código de Enjuiciamiento Civil.  

Lo pronunció y lo manda el Tribunal y lo certifica su 

Secretaria. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


